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ABREVIADO / PERTENENCIA VIVIENDA INTERÉS SOCIAL / PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA / AUSENCIA PRUEBA DE POSESIÓN / NIEGA / CONFIRMA -  Entendido así, se recordará que la usucapión (art. 2518 C. Civil), impone para su prosperidad la satisfacción de unos presupuestos: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo previsto en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.

Y si se trata, como en este caso, de la prescripción de una vivienda de interés social, es menester acudir a la regulación del artículo 44 de la Ley 9 de 1989, modificado por el 91 de la Ley 388 de 1997, que establece que se entiende por tal, aquella que se desarrolle para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos, efecto para el cual, cada Plan Nacional de Desarrollo debe establecer el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los hogares, las condiciones de la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda. En todo caso, dicho precio debe corresponder al valor de la vivienda en el momento de la adjudicación o adquisición.

Sobre este último aspecto, es decir, el de la época del precio, tiene claro la parte demandante, pues así reiteradamente lo dijo en sus alegatos, que es el que corresponde al bien para cuando se causa el derecho a adquirir por prescripción, como ha sido ya señalado por esta Sala (sentencia de julio 18 de 2011, radicado 66001-31-03-005-2009-00072-01) y la jurisprudencia nacional (CSJ, Sala de Casación Civil, sentencia SC11641-2014, del 1° de septiembre de 2014, M.P. Ariel Salazar Ramírez); y si, insistentemente, en sus últimas intervenciones, la misma parte precisó que tal circunstancia ocurrió en el año 2006, para ese entonces, la Ley 813 de 2003 había fijado un tope de 135 SMLMV, que se mantiene en la actualidad (art. 90, Ley 1753 de 2015). 

Como complemento, el artículo 51 de la Ley 9 de 1989, señala que a partir del 1° de enero de 1990, se reduce a cinco años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva extraordinaria de viviendas de interés social; y a tres para la ordinaria. 

En cualquier caso, el pilar de todo está en la prueba de la posesión, sobre la que el artículo 762 del C. Civil prescribe que es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos elementos los que la configuran, uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño, la que debe aflorar de la prueba que se recauda, tendiente a establecer los actos materiales y externos que el usucapiente ha ejecutado continuamente sobre el bien, durante el tiempo exigido por la ley (CSJ, Sala de Casación Civil, sentencia SC10189-2016, del 27 de julio de 2016, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez).

Ahora bien, antes de pasar al busilis del asunto, bueno es recordar, como lo hizo también recientemente la Corte, que de una promesa de compraventa puede surgir la relación material del hombre con la cosa, en la medida en que, en su clausulado, se hubiese pactado, de manera clara, concreta e indubitable, que se cumplen ciertas prestaciones, como el pago del precio, total o parcialmente, o la entrega del inmueble que será objeto de la venta, y que de esa entrega derivará el promitente comprador la posesión. A este respecto, señaló la alta Corporación en la sentencia SC10512-2016, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que “El pacto preparatorio, en palabras de esta Corporación, “(…) genera esencial y exclusivamente la prestación de hacer consistente en la celebración futura, posterior y definitiva de la compraventa, sin perjuicio de acordarse en forma clara, expresa e inequívoca por pacto agregado a propósito, el cumplimiento anticipado del precio o la entrega de la tenencia o posesión del bien, en tanto, la venta constituye la prestación de daré rem y, por consiguiente, transferir el derecho real de dominio”.
(…)

En resumen, la prueba, analizada individualmente y en conjunto, siguiendo las reglas de la sana crítica, es insuficiente para demostrar la posesión que pregona la demandante; no basta, como aduce su apoderado, que el juez que inicialmente conoció del proceso hubiese realizado la inspección judicial, ni acreditar el pago de un lote o de algunos servicios públicos; la prueba idónea, en este tipo de procesos, se insiste en ello, es aquella que permita establecer la tenencia del bien, con ánimo de señor y dueño, de manera ininterrumpida, por el término legal, lo que no se logra con los pocos hechos probados. 

Como consecuencia de lo anterior, ya que la posesión misma carece de prueba, inane se muestra analizar si el bien que se quiere ganar reúne las condiciones de una vivienda de interés social, lo cual, sin embargo, es discutible, si se tiene en cuenta que bienes de este tipo, como se consignó antes, están destinados a solucionar el problema de déficit habitacional para una persona y su familia. Y en este caso, la demandante y su familia viven en el segundo piso, pero el inmueble tiene tres plantas, la primera de las cuales, dice el perito, está arrendada y, por tanto, produce renta, lo que desdice de esa especial condición; entre tanto, de la tercera planta se desconoce su uso. 

De otro lado, en los alegatos finales, la parte demandante señaló que su posesión viene desde el año 2001, cuando compró el lote, lo que significaría que, de haber probado ese supuesto, que no lo hizo, el tiempo para adquirir como vivienda de interés social, se cumplía en el año 2006, de manera que el precio del bien, para encajar en las previsiones de las normas ya reseñadas, ha debido determinarse para ese año, lo que tampoco aconteció. Y aunque de oficio se hubiera podido remediar tal circunstancia, con la falta de demostración de la posesión y del tiempo como presupuestos para usucapir, a nada hubiera conducido ese ejercicio.
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HECHOS:

1- Gloria Elci Rogeles Vanegas habita un inmueble ubicado en la manzana 1 del barrio Bello Horizonte de Pereira, paraje de San Joaquín, determinado en los hechos 1 y 2. 
2- Los propietarios son Guillermo Hurtado Cano, Carlos Enrique Cano Tobón y Carlos Augusto Vargas Rodríguez.

3- La posesión data da 1996, sumando la posesión del vendedor Darío Montoya Ríos, a quien le compró. 

4- Ella ha instalado servicios públicos de agua, luz, alcantarillado en el año 2007 y desde entonces los paga, según recibos aportados. 
5- Ha pagado impuesto y valorización desde 2007 hasta el 2010. 

6- Ha realizado mejoras. 

7- El plan de Vivienda Bello Horizonte fue urbanizado por José Darío Montoya, se conformó la asociación de vivienda privada Bello Horizonte, registrada en la Cámara de Comercio, de la que ella era socia.

8- Se trata de una vivienda de interés social. 

9- Mediante Resolución 7720 de diciembre 21 de 2009, expedida por la Secretaría de planeación de Pereira, se legalizó y regularizó urbanísticamente el asentamiento humano Bello Horizonte según obra en el plano de la secretaría de gestión inmobiliaria de Pereira aprobando como viviendas de interés social 249 viviendas.
10- La Curaduría Urbana Primera de Pereira, expidió la licencia urbanística No. 000557 basado en el plano respectivo aprobado en la misma licencia urbanística 000557 del 30 de junio de 2010, que contiene el cuadro de áreas de cesión al municipio de Pereira, áreas privadas y coordenadas planas geodésicas y por medio de la cual se autoriza la subdivisión de los lotes.

PRETENSIONES

1- Que se declare por vía de prescripción extraordinaria de dominio de vivienda de interés social que la señora Gloria Elci Rogeles Vanegas es propietaria del inmueble señalado. 

2- Que se ordene la cancelación del registro de propiedad de los demandados sobre el bien de matrícula inmobiliaria 290-183947, y se ordene la inscripción de la propiedad de la demandante. 
3- Que se condene en costas. 

RESPUESTAS

El curador ad litem de las personas indeterminadas se atuvo a lo probado (f. 110), c. 1). 

De los demandados solo se aceptó la contestación de Carlos Enrique Cano Tobón, quien se pronunció sobre los hechos, se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones de mérito las que llamó carencia de los presupuestos axiológicos para la adquisición por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio; existencia de negocio jurídico pendiente; la genérica; mala fe y enriquecimiento sin causa y prescripción. 

ALEGATOS DE LA DEMANDANTE 

- Describió el inmueble. 

- Se refirió a los presupuestos procesales 

- Aludió a la prescripción adquisitiva de dominio; citó los artículos 2512, 2513 y 2518 del CC, la ley 9 de 1989, para prescripción ordinaria o extraordinaria de vivienda de interés social exigen estos requisitos: posesión material de tres o de cinco años, según el caso, contadas a partir del 1° de enero de 1990, en este caso inició en febrero de 2001; que se trate de un bien prescriptible, como lo es en este caso; tercero que verse sobre vivienda interés social y según el artículo 44 de la ley 9a de la 1989 y cuarto que la posesión haya sido ininterrumpida. 

- El artículo 2512 del código civil y la ley 9 de 1989 regulan junto con otras disposiciones lo atinente a la prescripción adquisitiva de viviendas de interés social y exigen que el actor, en este caso Gloria Elci pruebe la posesión material por un espacio mínimo de 5 años, se da según lo realizado dentro del expediente, pues la posesión se inició desde el año 2001, se llevan exactamente 16 años y para el caso se necesitaban 5; la posesión fue ininterrumpida cómo se probó con el hecho de que desde el 2001 se compró al señor urbanizador Darío Montoya y construyeron en el 2004 entre el 2001 y el 2004, mejora existente en este momento en la manzana 1 casa 5, el primer y el segundo piso y el 2004 la mitad del tercer piso; la casa permite la usucapión porque se trata de personas particulares o naturales; que la vivienda sea interés social y en este sentido el artículo 44 de la ley 9 de 1989 y la ley 388 de 1997, disponen que se entiende por vivienda de interés social las que el precio de adquisición sea inferior o igual a 100 salarios mínimos legales mensuales si hay menos de cien mil habitantes; 120 en las ciudades que cuenten con más de cien mil, pero menos de quinientos mil; y 135 si superan los quinientos mil habitantes. El precio del valor que revela el contrato fue de seis millones de pesos, según el contrato presentado; el factor de ser vivienda de interés social, debe cumplir los dos factores, precio y número de habitantes, sin importar la ubicación geográfica del inmueble, en zonas residenciales costosas o no. Si la demanda fue presentada el 14 de junio de 2011, ya existiendo la ley Nacional para el plan de desarrollo, hay que aplicar la ley 812 de 2003. Con estas normas se debe estudiar la actuación, respecto de una urbanización que empezó como irregular, en concordancia con lo del cumplimiento digno que predica el artículo 51 de la CN, como vivienda digna. 
- La ley 9 de 1989 redujo a partir del primero de enero de 1990 el término de prescripción extraordinario y la ley 812 de 2013 se encargó de establecer las condiciones mínimas para que las viviendas adquirieron esa clasificación. En este sentido el valor máximo de una vivienda de interés social será de 135 salarios mínimos legales mensuales. 

- Aquí sería importante definir el número de habitantes y el precio a tener en cuenta sí desde que empezó la posesión o si desde cuándo se configura el derecho para usucapir o con la presentación de la demanda. La jurisprudencia ha dicho que es desde cuando se configura el derecho. 

- Se concluye que el valor que sirve de base para determinar si el inmueble es o no de interés social es el que tenía para la época en que me asistida cumplió los 5 años reseñados en el artículo 81 de la citada ley 9 de 1989. Y la demandante empezó la posesión el 19 de febrero de 2001 fecha en la que se le vendió el inmueble; y el término de cinco años que establece la ley sólo se puede empezar a contar a partir de la entrada en vigencia de la ley 812 de 2003, es decir que en el año 2008 en el caso particular; como la demanda fue presentada el 24 de junio de 2011, el tiempo de la última posesión se encuentra que mi asistida, no tendría que sumar posesión porque las suya cumple el requisito de los 5 años pues dicho lapso se habría cumplido el 20 de febrero de 2006 situación que supera el tiempo requerido. 

- Como pruebas de la posesión está la inmediación del juez cuando se presentó en la casa de la señora Gloria Elsy y constató esta prueba histórica de la realidad de las mejoras sobre el predio, con lo que se probaron los hechos planteados. Sobre el tiempo de posesión y avalúo los 5 años según el documento de compraventa visible a folio 9 se cumplieron el 20 de febrero de 2006, para ese año y hasta la fecha la ciudad de Pereira según cifras del DANE nunca ha superado el tope de los 500.000 habitantes, y el avalúo catastral aportado para el año 2011 era de 64'272.000; según factura de la Secretaría de Hacienda y Finanzas del Municipio de Pereira la cifra es muy inferior a la estipulada para ese año, que  por disposición del artículo citado corresponde a 63’709.000 pesos que resulta de multiplicar el salario mínimo en ese año 2011, es decir 535.600 por 120 meses, es decir que los avalúos arrimados al cuaderno de pruebas es inferior al precio establecido. 
- Sobre la delimitación del predio a prescribir se hizo en la demanda. 

SENTENCIA
- No hay nulidades. 

- Se cumplen los presupuestos procesales. 

- Hay legitimación en la causa. 

- Cita los artículos 2512, 2518 y 2531 CC y 1o. ley 50 de 1936, para rescatar los elementos: cosa legalmente prescriptible y que esté determinada; efectivamente el artículo 2518 del Código Civil se refiere a los bienes susceptibles de prescripción que deben estar en el comercio es decir que no se trate de un bien de una entidad de derecho público, o un bien de uso fiscal frente a los cuales no procede la prescripción extraordinaria de dominio por cuanto no se encuentran en el comercio por expresa disposición legal; de igual modo el bien de estar determinado individualizado para que no haya confusión sobre él, la posesión debe mantenerse sobre un lapso de tiempo. La posesión debe mantenerse por el tiempo establecido en la ley que invoque para adquirir la prescripción de bienes inmuebles. El presente caso si la parte pretende que se declare la prescripción exclusivamente a su favor debe acreditar no sólo haber estado ocupando el inmueble por el tiempo establecido en la norma sino también que lo ha tenido con ánimo de señor y dueño como con desconocimiento absoluto de los derechos que puedan estar en cabeza de otro; y tercero qué se ejerza posesión pacifica, continua y pública. 

- Como lo señala el artículo 672 del CC, debe la parte demostrar que haya habido posesión sobre el bien sin interrupción, para lo que basta demostrar el elemento externo que es el corpus y el interno que tiene que ver con el ánimo de señor y dueño mediante la ejecución de actos positivos que exterioricen su señorío en forma pacífica e ininterrumpida, por ejemplo usufructuar el bien, introducirle mejoras para su conservación, mantener el contacto físico Con él durante el tiempo previsto por la ley sin reconocer a nadie un derecho de mejor calidad sobre la cosa. 

Los demandados propusieron las excepciones de carencia de los presupuestos axiológicos para la adquisición por prescripción extraordinaria de dominio y la existencia del negocio jurídico pendiente, mala fe, enriquecimiento sin causa, prescripción, reconocimiento de mejoras y la genérica. 

Al estudiar los presupuestos y elementos de la acción y expresamente el referido a la posesión y el tiempo de la misma se puede determinar que estos no se cumplen, porque los testimonios que fueron decretados no se oyeron; no existe prueba que indique eficazmente al despacho que la demandante tenía posesión sin ningún problema del predio pretendido y no otro desde determinada fecha, que reconocían a la demandante como dueña del inmueble desde la fecha que se ubica en el libelo demandatorio Y si bien se decretó y práctico de oficio una inspección judicial con dictamen pericial, que la persona que atendió el despacho fue la actora y el perito señala que las mejoras fueron construidas en el año 2001 y otras en 2002, esta prueba no es suficiente para concluir que la señora Gloria Elsy Rogeles lleva habitando el predio ubicado en la manzana 1 casa 5 del barrio Bello Horizonte en calidad de dueña y señora de manera quieta pacífica e ininterrumpida por más de 5 años, por señalarse que la vivienda es de interés social, debiéndose aplicar el artículo 51 de la ley 9a del 89 y que efectivamente fue ella quien planto dichas mejoras. Tampoco lo suplen las facturas de servicio público y pago de impuesto Predial que llegan a su nombre y otras al momento de la inspección judicial, por cuanto no Todas se encuentran a nombre de la demandante, correspondiendo estas a los años 2004 2005 y las que la señalan como usuaria y propietaria no alcanzan a superar el término de los 5 años, algunos recibos datan del año 2015 con posteriores a la presentación de la demanda. Además de ello constituiría sólo un indicio sobre la posesión de haber hecho las matrículas nombre, insuficiente para alcanzar a determinar el hecho de la posesión. En cuanto a la promesa de compraventa citada por el apoderado de la demandante y los recibos de pago entregadas en la dirigencia se tiene que estos documentos son procedentes de terceros que no cumplen los requisitos exigidos en los artículos 252 y 277 del Código de procedimiento civil por lo que carecen de mérito probatorio. De lo anterior se concluye que al no reunirse la totalidad de los requisitos necesarios para adquirir por prescripción no se hace necesario seguir estudiando los demás elementos en virtud a qué se deben presentar todos ellos para que prosperen las pretensiones incoadas. Declarando que no prosperan las mismas. 

APELACIÓN PARTE DEMANDANTE 

REPAROS 

Sustentó señalando que no se oyó lo pretendido lo alegado en los alegatos donde se demuestra que mi asistida desde el 2001, febrero 19, compró al urbanizador del barrio un lote por valor de seis millones de pesos y desde ese momento ha construido su casa, vive en ella, lleva 16 años viviendo en ella, de manera pacífica, tranquila, lo que construyó lo hizo con dineros propios, no se ha alejado de su propiedad, estuvo viviendo con su esposo hasta cuando falleció y ahora sigue viviendo allí, ante los ojos del barrio es la señora y la dueña de lo que ha construido, compró el lote y construyó y los señores Guillermo Hurtado Cano, Carlos Enrique Cano Tobón y Carlos Augusto Vargas Rodríguez, los dos últimos no estuvieron presentes en la venta, sino que llegaron en el 2009 al barrio y han hecho transacciones con el dueño de la finca que es Guillermo Hurtado, representante de los hermanos Hurtado Cano, quienes con incluir a otros propietarios, a otros copropietarios han tratado de enredar esta escrituración, estas demandas, y hoy les ha salido esa estratagema de no entregar escrituras directas ya que les habían comprado el terreno y una obligación normal es que yo compre un lote y el urbanizador me hace la escritura corriente, no la entregaron a pesar de habérseles pagado y con el tiempo con esta demanda de prescripción, la ciudadana Gloria Elci es la que ha tenido que recurrir a un juez de circuito para que conozca de esta situación y le haga entrega de la escritura, pero no se dio así. Creo que las actuaciones que se dieron fueron suficientes, inclusive el señor juez que estuvo haciendo uso de la inmediación en el sitio e interrogó de manera mesurada doña Gloria Elsy tampoco existieron los señores demandados porque han tenido una actitud de no asistir a ninguna actuación, de no hacer ningún tipo de defensa, el Señor Juez en su indagación que hizo conoció de primera mano como ella era la única propietaria No sólo de la mejora sino que frente al barrio era la única que estaba como viuda al frente de la casa, así lo anotó el señor juez, inclusive al final le decía que le prestara documentos de ella sobre prediales y servicios públicos, mientras veía los tres pisos, qué más que el señor juez Que conoció de primera mano toda la relación material no solamente física como la cosa misma como si no la parte psicológica que era la intención de Gloria Elsy de estar actuando allá como señora y dueña y que los señores que nunca le han escriturado y que hoy en día resultan casi que ganadores en esta relación nunca se hicieron presentes ni siquiera allá en esa diligencia donde el señor juez los había citado para que fueran con su apoderada y ellos a que se defendieran porque no debía ser Gloria Elci la propietaria de ese terreno. No estuvieron presentes cosa que al señor juez le llamó la atención y salió muy convencido de que Gloria Elci tenía los elementos materiales y psicológicos de ser la señora y dueña. 

16 años mi asistida ha estado en su casa. Hoy va a regresar a su casa confundida en que todavía esto no se ha solucionado, esto se ha convertido en una danza de los millones en el sentido de que ellos pasan diciendo que no presenten demandas, que por qué no los buscan a ellos, y vuelven a vender por segunda vez, no entiendo por qué se están lucrando aprovechando el miedo de estas personas de que un juez por los medios judiciales no les otorgue el derecho a pesar de haber cumplido todos los requisitos de ley; muy seguramente será una persona más que va a ir a preguntarles cómo les vuelve a comprar lo que ya les había comprado, no tiene ningún sentido esto, que no se pudo por las vías judiciales lograr que se hiciera justicia. 

Demostró los elementos, el tiempo, no cinco sino 16 años, los elementos materiales y sicológicos se dieron porque estuvo construyendo con sus manos y las de su esposo la casa, con orgullo mostraban una casa ya terminada al barrio, fue ininterrumpido, fue un negocio entre particulares, ella ya había comprado, no tiene por qué comprar por segunda vez. Si bien el tema de los testigos que por delantera son los que determinan y fijan como un historial, el señor juez, lo quiero invocar acá, en su inmediación, fue, conoció de primera mano, interrogó a Gloria Elci, interrogó a los vecinos que estaban allí y ese elemento no se tuvo en cuenta en este momento para tomar esta decisión. El convencimiento del señor juez era tal que la felicitaba por tener una casa tan bonita y ahora no se tuvo en cuenta esta situación y se alega que no hay convencimiento, que no hay una actuación interna que diga que Gloria Elci es la propietaria del 100%. 

CONSIDERACIONES

1. 
Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte irregularidad alguna que pueda invalidar la actuación. 
2.
Se trata en este caso de una demanda para que se proclame que Gloria Elci Rogeles Vanegas ganó, por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, el inmueble ubicado en la manzana 12, casa 5, del barrio Bello Horizonte, vivienda de interés social, matriculada bajo el número 290-183974, determinada por sus linderos específicos en los hechos 1 y 2 de la demanda, del que, dice, es poseedora desde el año 1996, sumada la posesión de su antecesor.
3.
El problema jurídico se contrae a verificar si acertó el juzgado al negar las pretensiones de la demandante; o si, como ella sostiene en su alzada, estaban dadas todas las condiciones para acceder a sus súplicas. 

Tal negativa obedeció a que no se acreditó la posesión alegada. 

4.
El  derecho de dominio se adquiere, a términos del artículo 673 del Código Civil, por los modos de la ocupación, accesión, tradición, sucesión por causa de muerte y prescripción. Esta última modalidad es extintiva o adquisitiva; y la adquisitiva, a su vez, ordinaria o extraordinaria (art. 2527 ib.). En el caso de ahora, se ejercita la acción de pertenencia por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio. 

Entendido así, se recordará que la usucapión (art. 2518 C. Civil), impone para su prosperidad la satisfacción de unos presupuestos: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo previsto en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.

Y si se trata, como en este caso, de la prescripción de una vivienda de interés social, es menester acudir a la regulación del artículo 44 de la Ley 9 de 1989, modificado por el 91 de la Ley 388 de 1997, que establece que se entiende por tal, aquella que se desarrolle para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos, efecto para el cual, cada Plan Nacional de Desarrollo debe establecer el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los hogares, las condiciones de la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda. En todo caso, dicho precio debe corresponder al valor de la vivienda en el momento de la adjudicación o adquisición.

Sobre este último aspecto, es decir, el de la época del precio, tiene claro la parte demandante, pues así reiteradamente lo dijo en sus alegatos, que es el que corresponde al bien para cuando se causa el derecho a adquirir por prescripción, como ha sido ya señalado por esta Sala (sentencia de julio 18 de 2011, radicado 66001-31-03-005-2009-00072-01) y la jurisprudencia nacional (CSJ, Sala de Casación Civil, sentencia SC11641-2014, del 1° de septiembre de 2014, M.P. Ariel Salazar Ramírez); y si, insistentemente, en sus últimas intervenciones, la misma parte precisó que tal circunstancia ocurrió en el año 2006, para ese entonces, la Ley 813 de 2003 había fijado un tope de 135 SMLMV, que se mantiene en la actualidad (art. 90, Ley 1753 de 2015). 
Como complemento, el artículo 51 de la Ley 9 de 1989, señala que a partir del 1° de enero de 1990, se reduce a cinco años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva extraordinaria de viviendas de interés social; y a tres para la ordinaria. 
En cualquier caso, el pilar de todo está en la prueba de la posesión, sobre la que el artículo 762 del C. Civil prescribe que es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos elementos los que la configuran, uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño, la que debe aflorar de la prueba que se recauda, tendiente a establecer los actos materiales y externos que el usucapiente ha ejecutado continuamente sobre el bien, durante el tiempo exigido por la ley (CSJ, Sala de Casación Civil, sentencia SC10189-2016, del 27 de julio de 2016, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez).
Ahora bien, antes de pasar al busilis del asunto, bueno es recordar, como lo hizo también recientemente la Corte, que de una promesa de compraventa puede surgir la relación material del hombre con la cosa, en la medida en que, en su clausulado, se hubiese pactado, de manera clara, concreta e indubitable, que se cumplen ciertas prestaciones, como el pago del precio, total o parcialmente, o la entrega del inmueble que será objeto de la venta, y que de esa entrega derivará el promitente comprador la posesión. A este respecto, señaló la alta Corporación en la sentencia SC10512-2016, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que “El pacto preparatorio, en palabras de esta Corporación, “(…) genera esencial y exclusivamente la prestación de hacer consistente en la celebración futura, posterior y definitiva de la compraventa, sin perjuicio de acordarse en forma clara, expresa e inequívoca por pacto agregado a propósito, el cumplimiento anticipado del precio o la entrega de la tenencia o posesión del bien, en tanto, la venta constituye la prestación de daré rem y, por consiguiente, transferir el derecho real de dominio”.
5.
Como se señaló, el juzgado negó lo pedido debido a la ausencia de prueba de la posesión alegada. Tal conclusión, se anticipa, será prohijada por la Sala, porque es bastante evidente la orfandad probatoria, en un asunto en el que ningún testimonio se acercó, que pudiera corroborar el dicho de la demandante y, a decir verdad, los demás elementos, no alcanzan para estructurar una pretensión como la de ahora. 

En efecto, en sus reparos dijo que se demostraron los hechos con el documento que acredita la compra del lote, las mejoras plantadas, la inspección judicial en la que el juez verificó esas construcciones y se enteró de primera mano que ella era la única propietaria frente a la comunidad, como lo anotó en el acta respectiva. Y aunque reconoce que los testigos son los que determinan un historial de la posesión, el funcionario durante la diligencia interrogó a la demandante y a los vecinos que allí estaban, nada de lo cual se tuvo en cuenta en el fallo. 
Sin embargo, lo que muestra el plenario es diferente. 
En primer lugar, a folio 5 del cuaderno principal reposa una promesa de compraventa celebrada entre José Darío Montoya Ríos y Gloria Elci Rogeles Vanegas, autenticada, según la cual se comprometió aquel, en representación de la Asociación de Vivienda Bello Horizonte, a transferirle el derecho sobre una acción de un predio de mayor extensión con matrícula inmobiliaria 29075586, que correspondería al lote 5 de la manzana 1 del proyecto. En ese convenio, además de la falta de identificación plena del inmueble prometido en venta, no consta de manera clara, expresa e inequívoca que el promitente vendedor hubiese entregado la tenencia de la fracción para que la demandante empezara a poseerla, por lo que, de acuerdo con lo que antes se reseñó, no sirve al propósito de establecer que, desde la fecha de su celebración, esto es, el 19 de febrero de 2001, ella lo detenta con ánimo de señora o dueña. Esto, sin contar con que propietarios del predio nada prometieron vender, sino que fue un tercero, aparente urbanizador. 
En cuanto a las mejoras, se sabe que están plantadas sobre ese lote, porque fueron descritas por el perito designado (f. 9 a 16, c. 4) y halladas por el juez al momento de realizar la inspección; la cuestión es que, por una parte, se desconoce a estas alturas quién las instaló, si fue la demandante, o su cónyuge, pues ella misma adujo en su libelo que convivió con él hasta su muerte, o un tercero; y por la otra, si al levantarlas lo hizo en su condición de señora y dueña o, simplemente, de promitente compradora. No se olvide que, de acuerdo con nuestra legislación civil (art. 738 y 739), es posible plantar mejoras en terreno ajeno, sin que ello implique, por sí mismo, que quien lo hace tenga la calidad de poseedor; tal condición debe acreditarse. 
En cuanto a la inspección judicial, baste decir que con ella se logra establecer la situación actual del bien; incluso es posible tener como un indicio de la posesión el hecho de que al demandante se le encuentre habitándolo, pero ello es insuficiente, si es que se quiere lograr el objetivo de ganar por el paso del tiempo, porque además de esa tenencia actual, se tiene que probar que se ha detentado la cosa durante todo el tiempo que exige la ley, y no solo materialmente, sino con el indeclinable ánimo de dueño
Los documentos aportados por la demandante en la diligencia de inspección (f. 1 a 5, c. 4), solo aluden al recibo del impuesto predial correspondiente al año 2015 del inmueble pretendido, que aparece a nombre de la demandante; lo mismo que unos recibos de servicios públicos del mismo año; además, al pago que Gloria Elci (aunque uno de ellos se refiere a María Elsy) realizó a la Asociación de Vivienda Bello Horizonte por concepto de la compra de la acción, relacionada con el lote 5 de la manzana 1; y al pago que “Arcadio Pineda” le hizo a Darío Montoya de algunos ladrillos, cemento y gravilla. 

Respecto de estos recibos, debe precisarse que son documentos emanados de terceros, de naturaleza dispositiva, en cuanto revelan un acto de voluntad, que es el pago de algunas obligaciones. En esa medida, como la prueba fue practicada a la luz de las reglas del Código de Procedimiento Civil, carecen de autenticidad, en los términos del artículo 252 de ese estatuto. Y, en todo caso, lo único que probarían tres de ellos es que la demandante le pagó a la Asociación con la que firmó la promesa de venta, el lote respectivo; el cuarto nada prueba, si bien las personas involucradas en él son por entero ajenas a este proceso. De tales pagos, no se sigue, sin embargo, que ella hubiera adquirido la posesión del inmueble, como ya se analizó. 
En resumen, la prueba, analizada individualmente y en conjunto, siguiendo las reglas de la sana crítica, es insuficiente para demostrar la posesión que pregona la demandante; no basta, como aduce su apoderado, que el juez que inicialmente conoció del proceso hubiese realizado la inspección judicial, ni acreditar el pago de un lote o de algunos servicios públicos; la prueba idónea, en este tipo de procesos, se insiste en ello, es aquella que permita establecer la tenencia del bien, con ánimo de señor y dueño, de manera ininterrumpida, por el término legal, lo que no se logra con los pocos hechos probados. 
Como consecuencia de lo anterior, ya que la posesión misma carece de prueba, inane se muestra analizar si el bien que se quiere ganar reúne las condiciones de una vivienda de interés social, lo cual, sin embargo, es discutible, si se tiene en cuenta que bienes de este tipo, como se consignó antes, están destinados a solucionar el problema de déficit habitacional para una persona y su familia. Y en este caso, la demandante y su familia viven en el segundo piso, pero el inmueble tiene tres plantas, la primera de las cuales, dice el perito, está arrendada y, por tanto, produce renta, lo que desdice de esa especial condición; entre tanto, de la tercera planta se desconoce su uso. 
De otro lado, en los alegatos finales, la parte demandante señaló que su posesión viene desde el año 2001, cuando compró el lote, lo que significaría que, de haber probado ese supuesto, que no lo hizo, el tiempo para adquirir como vivienda de interés social, se cumplía en el año 2006, de manera que el precio del bien, para encajar en las previsiones de las normas ya reseñadas, ha debido determinarse para ese año, lo que tampoco aconteció. Y aunque de oficio se hubiera podido remediar tal circunstancia, con la falta de demostración de la posesión y del tiempo como presupuestos para usucapir, a nada hubiera conducido ese ejercicio. 

6. 
En síntesis, se confirmará el fallo y se condenará en costas de segundo grado a la demandante, en favor de los demandados. La liquidación se hará de manera concentrada ante el juez de primera instancia (art. 366 CGP), previo señalamiento de las agencias en derecho, lo que se hará por el magistrado sustanciador en auto separado. 
DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, 16 de enero de 2017, en este proceso abreviado que inició Gloria Elci Rogeles Vanegas contra Guillermo Hurtado Cano, Carlos Enrique Cano Tobón y Carlos Augusto Vargas Rodríguez. 
Costas de segundo grado a cargo de la demandante y a favor de los demandados. Se liquidarán ante el juez de primer grado de manera concentrada. 

Decisión notificada en estrados.
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